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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Miguel Asqueta Sóñora. 


MIEMBROS: Señores Representantes Luis Gallo Cantera, José Quintín Olano Llano y Álvaro Vega 
Llanes. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Daniel Bianchi y Alberto Casas. 


INVITADOS: Por la Compañía Industrial de Tabacos Monte Paz SA, señores Alejandro Fiandra, Director 
y doctor Antonio Mercader. 


SEÑOR PRESIDENTE (Asqueta Sóñora).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Salud Pública y Asistencia Social da la bienvenida a nuestros invitados, quienes habían 
solicitado una entrevista. Les pedimos disculpas por la tardanza en responder su solicitud, pero hemos debido 
atender un gran cúmulo de pedidos. 


SEÑOR MERCADER.- En primer lugar, agradecemos esta convocatoria, que responde a un pedido de 
audiencia que habíamos hecho hace algún tiempo. 


Primeramente, haré yo uso de la palabra como asesor de la Compañía Industrial de Tabacos Monte Paz SA. y, 
en segundo término, lo hará el señor Alejandro Fiandra, como directivo. 


Con respecto a los temas de tabaco y salud no vamos opinar, pero ratificamos una vez más que vamos a 
cumplir todas y cada una de las normas que se dicten en el país, sean leyes, decretos o reglamentos, tal cual 
lo ha hecho la compañía en los 125 años de trayectoria que tiene en el país, en los que ha atravesado por 
todos los sistemas políticos y todas las situaciones, siempre con pleno cumplimiento de sus deberes. 


El primer comentario o reflexión que queremos hacer es de carácter jurídico, por considerar que la línea 
adoptada en la regulación de esta materia, a través de decretos, es inconstitucional, como surge de las 
principales normas de la Constitución de la República. 


En su artículo 7* la Carta habla de los derechos fundamentales y aclara que: "Nadie puede ser privado de 
estos derechos sino conforme a las leyes que se establezcan por razones de interés general". Del mismo 
modo, el artículo 10 de la Constitución dice que: "Ningún habitante de la República será obligado a hacer lo 
que no manda la ley, ni privado de lo que ella no prohibe". El artículo 36, que promulga la libertad de 
comercio y de industria, dice que estas actividades se podrán ejercer libremente "salvo las limitaciones de 
interés general que establezcan las leyes". Por último, el artículo 29, referido a la libertad de expresión, dice 
que existe plena libertad de expresión "sin necesidad de previa censura" y que solamente se podrá reprimir 
cuando se cometan abusos, establecidos por la ley. 


Es decir que el principio general es el de reserva de la ley. Cuando se restringen o limitan derechos 
constitucionales solo la ley, aprobada por este Parlamento, es la que puede hacerlo. Sin embargo, no ha sido 
este el caso. Para regular las libertades individuales se requiere de la ley -ese es el criterio formal- dictada por 
razones de interés general -que es el criterio material. 


Decíamos que a pesar de lo expresado, los cuatro Decretos del Poder Ejecutivo del 31 de mayo de este año, 
establecieron regulaciones y limitaciones a las libertades de trabajo -contenidas en el artículo 36-, y a la 
libertad de expresión -que figura en el artículo 29-, lo que es materia reservada a la ley aprobada por el 
Parlamento. 


Rápidamente repaso ante ustedes los artículos de los Decretos. El Decreto N* 168 es el que adopta medidas 
en cuanto a fumar en lugares públicos, bares, restaurantes, etcétera; el N” 169 prohibe la difusión de 
publicidad en el horario de protección al menor; el N* 170 prohibe la esponsorización de las actividades 
deportivas, y el N” 171 dispone que el 50% de la superficie total de las cajillas debe contener una advertencia. 


Estos decretos citan entre sus fundamentos el Convenio Marco aprobado por Uruguay en primera instancia y 
ratificado por este Parlamento de acuerdo con la Organización Mundial de la Salud. Como bien lo dice su 
nombre, este es un Convenio Marco que, como tal, carece de mandatos de aplicación directa e inmediata o 
normas imperativas. Es decir que necesita que esas normas sean internalizadas, que haya normas dentro el 
país que las hagan aplicables. 


Si ustedes miran el Convenio Marco, van a ver que todas sus normas sugieren, recomiendan, orientan y dan 
latitud, porque dicen que se podrá hacer "dentro de esto y esto" o "de esta manera", pero ninguna dice: 
"Hágase tal cosa"; no podían hacerlo, aunque hay tratados que son mucho más autoejecutorios. Este no lo es. 
Por otra parte, este Convenio Marco en el que se basan los Decretos refiere siempre a la legislación nacional. 
La mayoría de sus normas dicen: "Siempre y cuando las recomendaciones de este Convenio Marco sean de 
conformidad con la legislación nacional" o "no vayan contra la legislación nacional o las normas vigentes". 


En suma, la campaña antitabaco debe regularse por ley y no por decreto; y esto es lo que está sucediendo hoy 
en el mundo. Por ley está regulada la materia en España, Francia, Italia, Noruega, Rusia, Irlanda, Polonia, 
Canadá y Brasil. En Argentina -quizás lo habrán leído en la prensa de hoy- se está enviando un proyecto de 
ley en el día de hoy; es decir que no se hace por decreto sino por ley. En Chile se está discutiendo hace meses 
un proyecto en las Cámaras, y en el Reino Unido en estos momentos -este es un tema interesante- el Primer 
Ministro ha decidido abrir el tema a la opinión de la gente. Está haciendo una encuesta popular entre todos 
los interesados: fumadores, no fumadores, médicos, etcétera, y les está dando participación para saber qué 
opinan con respecto a cómo debería regularse la materia. En un plazo de tres meses -que ya está corriendo, 
por lo que debe de vencer a fines de setiembre- va a recoger las opiniones y luego el Gobierno británico 
enviará un proyecto de ley de acuerdo con lo que diga la gente en este programa participativo que ha 
instaurado el Primer Ministro Blair. 


¿Por qué insistimos mucho en que este sistema de decretos es malo? Porque la experiencia de estas pocas 
semanas que han transcurrido demuestran que es malo y complicado. Por algo la ley da otras garantías, 
permite tratar el tema con otra serenidad, y le da una estabilidad que no tenemos en este momento. 


Cito al pasar algunos de los problemas que se plantean. El Decreto N* 169, que prohibe la publicidad de 
cigarrillos en el horario de protección al menor, se remite expresamente a otro Decreto -específicamente al 
artículo 4” del N* 445/0988, de 5 de julio de 1988- que exceptúa expresamente de la prohibición a los 
programas deportivos, de contenidos políticos e informativos. Quiere decir que si en este mismo momento se 
estuviera trasmitiendo un partido de fútbol, un programa político o un noticiero, podríamos poner publicidad 
pese a que estamos en el horario de protección al menor. Es decir que el decreto está tan mal redactado y 


basado que nos permitiría, ajustados al derecho vigente hoy, hacer publicidad durante el horario de 
protección al menor. Señalo esto simplemente a modo de ejemplo. 


Otro caso. El Decreto N* 171 tiene que ver con las etiquetas y se refiere al 50% de las superficies totales. En 
ninguna parte se habla de las superficies totales de las cajillas, sino de las caras principales, de las que se ha 
hablado tanto en nuestras leyes como en nuestros decretos. Al hablar del 50% de las superficies totales ese 
porcentaje pasa a ser el 60% o el 70%, porque se toma en cuenta toda la superficie, con lo cual se excede lo 
que el propio Convenio Marco sugiere, que es entre un 30% y un 50%. Por supuesto que nos pasamos de lo 
que se hace en Europa y en el resto del mundo, estamos por encima y llegamos así a un récord. 


El Decreto N* 170, que es el que prohibe la esponsorización de actividades deportivas, también incurre en un 
error. Si lo leen verán que dice que no se pueden esponsorizar por parte de la industria tabacalera todas las 
actividades relacionadas con la práctica del deporte de nuestro país. Esto, bien leído, quiere decir que cuando 
se trata de una práctica de deporte en la que no interviene nuestro país o no hay deportistas uruguayos, sí 
podemos hacerlo. Esto nos preocupa especialmente, porque no vamos a hacer ni hacemos publicidad en el 
deporte, pero sí hay empresas multinacionales que compiten con nosotros -reitero que representamos a una 
empresa cien por ciento nacional que hace 125 años trabaja en este país, cultiva, produce y hace 
industrialización-, que como ustedes saben, tienen una gran presencia en la actividad deportiva; la tienen en 
Fórmula Uno y la van a seguir teniendo a pesar de los prohibiciones, porque los colores de los automóviles 
van a evocar las marcas aunque les impidan ponerlas. Esto nos deja a nosotros desprotegidos porque no 
publicitamos en la actividad deportiva desde hace mucho tiempo ni lo vamos a hacer. 


Este decreto está mal redactado porque se refiere a la práctica de deporte en nuestro país. Imagínense mañana 
una final de la Copa Europea en la que, por ejemplo, en un equipo español juegue un uruguayo. Como esa 
práctica de deporte no sería de nuestro país podríamos esponzorizarla, porque el decreto refiere a las de 
nuestro país. Pensamos que el decreto quiso hablar de la práctica del deporte en general, pero lo hizo con tan 
mala fortuna que expresó "de nuestro país". Este es un decreto, y cada vez que hacemos estos planteos se 
dice que se va a analizar y corregir, y así venimos sumando decretos o interpretaciones distintas. 


Por último, el Decreto N* 168, que tiene que ver con los restaurantes, bares y lugares de esparcimiento, 
también está planteando muchos problemas. ¿Por qué los plantea? Porque los restaurantes y bares dicen que 
está favoreciendo a los locales de gran tamaño, que son los que pueden disponer de dos lugares diferentes, 
con entrada independiente, su propia ventilación y demás, es decir, un sector fumador y otro no fumador. El 
que posee un local chiquito o lo tiene en una zona que está declarada patrimonio cultural -en la Ciudad Vieja 
pasa mucho que no se pueden modificar las casas-, está perdido. Entonces, ellos han ido a reclamar al 
Ministerio de Salud Pública -probablemente alguno haya hablado con ustedes o ustedes pueden haberlo leído 
en la prensa-, y lo que están diciendo es que se favorece a los grandes y se perjudica a los chicos, y que no 
van a poder cumplir con este decreto. Frente a esto, el Ministerio ha dicho que quizás saque otro decreto 
prohibiendo totalmente la posibilidad de fumar en cualquier restaurante o bar. Esta es una alternativa que 
queda pendiente, y a dos o tres meses de implantarse la norma nadie sabe si va a ser o no así. 


Reitero que esto ocurre porque se trata de decretos, ya que si se hiciera por ley se llevaría adelante un proceso 
de discusión, se recibiría a todos los interesados, y luego tendríamos la fijeza y la seguridad de la ley, que no 
se está cambiando todos los días. 


Fíjense que en este momento, por ejemplo, está la discusión de si puede haber un restaurante exclusivo para 
fumadores. Se trata de una discusión absurda; eso ya está previsto, porque si el decreto determina que puede 
existir un local solo para fumadores y otro para no fumadores, ya está diciendo que puede haber uno para 
fumadores. Sin embargo, ante consultas expresas, desde el Ministerio se ha dicho que no se sabe si puede 
existir un local para fumadores y que más bien se piensa que no. 


Insisto con esto -no quiero ser demasiado reiterativo-: el problema es de carácter jurídico; no estoy aludiendo 
al fondo de las medidas. Reitero que la posición de la compañía es la de siempre, la de respetar todas las 
normas y los decretos, que estamos cumpliendo al pie de la letra, pero creemos que tarde o temprano será 
necesario que el Parlamento estudie y discuta este asunto y sancione una ley que ponga punto final a todas 
estas dudas -esa es la gran ventaja que tiene la ley-, para que salgamos de un terreno que es francamente 
inconstitucional. Aquí se están tocando principios constitucionales y libertades básicas por vía de un decreto, 
lo que no constituye un buen precedente. 


SEÑOR FIANDRA.- Quisiéramos informar a la Comisión sobre nuestras actividades. 


Monte Paz S.A. es un complejo agroindustrial con 125 años de trayectoria, integrado en su totalidad por 
capitales uruguayos. Su producción abarca desde el apoyo a cultivos de tabaco en el país, hasta la 
producción, para consumo local y para exportación, de cigarrillos rubios y negros y tabaco, en diversos tipos 
y versiones. También se producen paquetes de tabaco para armar. En el país es la única empresa que realiza 
de forma integral el proceso productivo: compra de tabaco de producción nacional, procesamiento del tabaco 
en hoja, producción de hebra, fabricación de cigarrillos y distribución. 


La empresa abastece el 75% de la demanda local -con marcas líderes como Nevada y Coronado- y coloca 
parte de su producción en los mercados estadounidense y japonés, en Hong Kong, en Singapur y también en 
países latinoamericanos. 


Las plantas de fabricación se encuentran entre las más modernas y avanzadas de América Latina, tanto en 
instalaciones y maquinaria como en procesos tecnológicos. En el período 1992-2002 se realizaron 
inversiones en activo fijo cercanas a los US$ 50:000.000 y la empresa sigue embarcada en un proceso de 
modernización e inversión que aumenta su eficiencia sin reducir su plantilla de trabajadores. 


Las inversiones se hicieron con fondos de la empresa; felizmente, no le debemos nada al Banco de la 
República ni a los bancos privados. Quiere decir que ganamos dinero y de alguna forma lo reinvertimos; eso 
es lo que nos ha permitido subsistir. 


La empresa genera trabajo directo en sus plantas industriales de Montevideo y Rivera a unos seiscientos 
trabajadores. Se trata de empleo calificado y bien remunerado. En los cultivos de tabaco de Artigas y de 
Rivera, asistidos y organizados por Monte Paz S.A., encuentran su sustento quinientas familias. En la zafra 
2004-2005 participaron novecientas treinta y seis personas, si se suman los trabajadores permanentes, 
zafrales y jornaleros, lo que incluye al personal de la estación de acopio "El Fortín" en Artigas, donde se 
recibe la producción, y la planta industrial de Rivera, en la que esta es procesada. En tareas de distribución 
trabajan cuatrocientas personas. La comercialización de los productos se realiza a través de quince mil 
quinientos comerciantes minoristas, que en muchos casos tienen su principal fuente de ingresos en la venta 
de cigarrillos. El funcionamiento de Monte Paz S.A. requiere, además, de innumerables proveedores que 
abastecen a la empresa de productos y servicios. 


Solo por concepto de IMESI la empresa aporta anualmente al Estado algo más del 3% de la recaudación total 
de la DGI. Su actividad representa aproximadamente el 3.4% del producto bruto industrial. Los aportes 
anuales al BPS suman US$ 2:700.000 de promedio en los últimos seis años. El total de retribuciones brutas 
anuales pagadas por la empresa alcanza a los US$ 12:500.000 anuales. 


El convenio colectivo que regula las relaciones laborales entre la empresa y sus trabajadores acaba de ser 
renovado y aprobado por el Gobierno, convirtiéndose así en uno de los primeros en firmarse en el marco de 
la convocatoria a los Consejos de Salarios. Desde hace más de cuatro décadas no se registran conflictos 
laborales en Monte Paz S.A. 


La industria tabacalera dispone desde hace muchos años de un sistema de asistencia médica propio -Servicio 
Médico de la Asociación de Fabricantes e Importadores de Tabacos y Cigarrillos- que se puede definir como 
verdaderamente preventivo e integral. Se contratan los mejores médicos, especialistas y centros hospitalarios 
y se ofrecen las medicinas y los tratamientos más avanzados. 


Monte Paz S.A. es la única empresa que se compromete por contrato a comprar integramente el tabaco 
uruguayo cultivado en Artigas y en Rivera. Esto representa aproximadamente el 10% del total de tabaco 
consumido por la empresa que ha asistido y organizado el cultivo. El área de siembra, en suelos con limitadas 
posibilidades, es de 330 hectáreas y está repartida entre los departamentos de Artigas, en unas 230 hectáreas, 
y de Rivera, en unas 100 hectáreas. 


Por concepto de compra de tabaco nacional se pagan en promedio US$ 1:100.000 anuales. Las erogaciones 
en materia de sueldos en Artigas y en Rivera alcanzan a US$ 900.000 en los doce meses. Solo por la compra 
de fertilizantes, gasoil y otros insumos, se invierten aproximadamente US$ 250.000. Si se agregan los 
restantes rubros, el movimiento total alcanza a los US$ 3:000.000 -unos $ 75:000.000- en los dos 
departamentos mencionados. 


La implantación y el mantenimiento del cultivo de tabaco a través de la intervención de la empresa ha 
derivado en obras de infraestructura y en el apoyo a los servicios de educación y salud. Los objetivos de la 
empresa han sido de dos órdenes. En primer lugar, la generación de fuentes de trabajo estables en una zona 
de gran importancia socio-estratégica para el país, coadyuvando al afincamiento poblacional en la región 
fronteriza. El cultivo ha traído aparejado, además, un cambio cultural de signo muy positivo entre los 
pobladores y la incorporación de habilidades y destrezas como la informática, administración y manejo de 
campos. En segundo término, siempre en lo que tiene que ver con los objetivos de la empresa, está el 
mantenimiento de los agricultores ya existentes siempre que la calidad del cultivo y los valores a pagar lo 
justifiquen. 


En lo referente a la carga impositiva que grava al producto, creemos que se debe ser muy cuidadoso en sus 
modificaciones. Actualmente, las dos terceras partes del precio que paga el consumidor van a las arcas del 
Estado. Con el precio restante deben cubrirse costos de fabricación y márgenes de distribución, comercios 
minoristas y ventas. La empresa no comparte la idea de que el encarecimiento del producto por encima de las 
posibilidades del mercado desemboque necesariamente en un descenso del consumo. Por el contrario, 
creemos que el efecto será un desplazamiento del consumidor del mercado formal al informal, que en la 
actualidad representa el 25% del mercado total. Hoy dos de las cinco marcas más vendidas de cigarrillos 
provienen del comercio ilegal: Eco y Milenio. El fenómeno está tan extendido que dichas marcas pueden 
adquirirse, inclusive, en comercios establecidos y las diferencias de precio son sustantivas: el cigarrillo de 
contrabando le cuesta al consumidor la tercera parte o menos de lo que cuesta el legal. 


Finalmente, reiteramos nuestra disposición a cooperar con las autoridades en el cumplimiento de las normas 
vigentes y en los esfuerzos de educación y prevención que se lleven adelante. Pero nos parece esencial llamar 
la atención a los integrantes de esta Comisión sobre un proceso que podría culminar en la asfixia de una 
empresa tabacalera nacional con 125 años de trayectoria en nuestro país, caracterizada por su estabilidad y su 
prudencia, de la cual dependen centenares de familias en el interior y en Montevideo. 


Más grave todavía es que, junto con ese proceso, y sobre la base de una demanda que no se puede reducir de 
un día para otro, florezca como nunca el contrabando o se le abra camino inadvertidamente a productos 
legalmente importados que poco le reportan al Estado. 


Queremos hacer hincapié en el problema del contrabando. Seguramente los señores legisladores se preocupan 
por legislar en materia de salud. Ahora bien: también es preciso hacer un seguimiento del contrabando, pero 
cada uno se ocupa de lo que le compete y tememos que se escape ese tema, que es el más grave. Si uno lee 
los diarios, advierte que el señor Director Nacional de Aduanas no tiene fondos y tiene problemas. No vamos 
a poner en tela de juicio que debe de tener buena voluntad, pero el gran daño está ahí: tenemos la cuarta parte 
del mercado abastecida por el contrabando. Los precios suben por dos motivos: porque nosotros los tenemos 
que aumentar, o porque el Estado incrementa su participación en el impuesto. Entonces, si no existe un 
control severo, pensamos que pueden pasar cosas bastante graves. 


Muchas gracias por habernos escuchado. 


SEÑOR MERCADER.- Hacemos entrega de un memorándum que contiene un resumen de lo que 
hemos dicho y una tabla que muestra en forma gráfica la situación y la posición de esta empresa 
respecto a las multinacionales que operan en el país, Philip Morris y BAT. 


SEÑOR FIANDRA.- Una de las multinacionales tenía una fábrica, la cerró y quedó como 
importadora. De un proceso de seis actividades, Philip Morris se quedó solo con la distribución y el 
encajillado de cigarrillos. Por eso nuestra preocupación por el contrabando. Ellos cierran todo, se 
quedan con una oficinita para importar y caminará o no -no somos un mercado tan importante como 
para que le dediquen demasiado tiempo-, pero para nosotros es la vida. 


Hay cosas que tienen que ver con la salud y otras que no. Insistimos: vamos a respetar todas las medidas que 
se tomen en pos de la salud de la población; no estamos en contra ni vamos a poner el palo en la rueda. Solo 
pedimos que se alineen los caminos porque hay personas que dependen de esto. 


SEÑOR CASAS.- Una cuarta parte del consumo respondería a ingreso por contrabando. ¿Cuál es el 
porcentaje del mercado que tienen los cigarrillos y tabacos importados? 


SEÑOR FIANDRA.- BAT tiene el 4% del mercado sobre los 8:000.000 o 9:000.000 de cajillas que se 
consumen. Actualmente está trayendo todo importando, hasta el cartón y la cajilla. 


SEÑOR CASAS.- ¿Ellos están cumpliendo con los requisitos que se establecen en los Decretos 
vigentes? 


SEÑOR FIANDRA.- BAT cumple. Algún otro no cumple; puede estar cumpliendo hoy, pero no 
cumplió hasta antes de ayer. No es que vendieran más por eso, pero a ley pareja, nadie se queja. 


SEÑOR GALLO CANTERA.- Escuché que los dos tercios del costo corresponden a impuestos. ¿Lo 
podría desglosar? 


SEÑOR FIANDRA.- En $ 35, que es el costo de la cajilla, el IMESI se lleva entre $ 21 y $ 22. 


SEÑOR VEGA LLANES.- Compartimos la inquietud por resolver estos temas mediante la vía legal. 
Estamos de acuerdo con lo expresado en cuanto a que los decretos no son buenos y que sería 
importante contar con un marco legal que brindara otra estabilidad y que aclarara las dudas que 
pudieran generar los decretos. Como estos son fácilmente modificables por la sola voluntad de la 
autoridad establecida, nos parece mucho más seguro atenernos al marco de la ley. Creo que hacia eso 
estamos dirigidos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comparto las expresiones del señor Diputado Vega Llanes en cuanto a que el 
mecanismo correcto para la dilucidación del control de tabaco no es la vía administrativa de los 
decretos. Sin embargo, tanto el Convenio Marco como las disposiciones vigentes prevén que puedan 
existir regulaciones por la vía de los Decretos. 


Nosotros creemos que tenemos que abordar la legislación en la materia. De hecho, a nivel individual lo 
estamos haciendo. Sabemos que la Comisión Interinstitucional Asesora para el Control del Tabaco también 
tiene a estudio anteproyectos legislativos que esperamos lleguen, más pronto que tarde, a los legisladores. 


Por otra parte, queremos manifestar que nuestro país ostenta el orgullo de ser el primero en aprobar el 
Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud. 


SEÑOR MERCADER.- No fue el primer país. 
SEÑOR PRESIDENTE.- De América. 


SEÑOR MERCADER.- Tampoco. Fue solo uno de los primeros. El año pasado se manejó permanente 
e incorrectamente la idea de que en cierta fecha expiraba el plazo por el cual Uruguay podía ratificar el 
Convenio Marco. No hay plazo para la ratificación. De hecho, nuestros vecinos, Argentina y Brasil -los 
remarco especialmente-, no han ratificado el Convenio Marco. Brasil, que en Ginebra fue el impulsor 
del Convenio Marco, no ha hecho absolutamente nada por ratificarlo y es probable que no lo ratifique. 
Como todos saben, Brasil es el primer o segundo exportador de tabaco en el mundo. 


Decía que se ha manejado con mucha imprecisión lo relativo a los plazos, si fuimos los primeros y demás. 
Estuvimos entre los primeros países, creo que en el lugar veintitantos. Reitero que ha habido muchas voces 
que han creado confusión respecto al orden en que los países lo han ratificado, a los plazos y a la vigencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Uruguay -voy a rectificar lo que dije- fue el primer país del Cono Sur que 
ratificó el Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud. Eso sí es exacto. 


En el año 2004 la Asamblea General aprobó la Ley_N* 17.793, que en su artículo único establece: "Apruébase 
el Convenio Marco de la OMS para el Control del Tabaco (CMCT), adoptado por la 56a. Asamblea Mundial 
de la Salud el 21 de mayo de 2003 que consta de un preámbulo y treinta y ocho artículos". La aprobación y 
ratificación del Convenio Marco por parte de los países, como casi todo convenio internacional -nosotros no 


somos juristas-, no tiene plazos, pero para la salud pública mundial era necesario que el Convenio Marco 
comenzara a regir lo antes posible. Estos plazos sí nos importan. Coincidimos en que no había plazos legales 
para expedirse, pero cuanto antes se llegara al país número cuarenta en ratificar -esto es lo que establece el 
Convenio Marco en uno de sus artículos finales-, antes entraría en vigor, luego de cumplidos los noventa días 
establecidos. El país número cuarenta, a Dios gracias, ratificó el Convenio Marco el 27 de noviembre de 
2004. Por lo tanto, desde el 27 de febrero de este año rige el Convenio Marco en pleno entre los países 
signatarios, gracias a que Uruguay fue uno de los primeros en ratificarlo. Si por no tener plazo algunos de los 
países no hubieran firmado, no se habría llegado al número cuarenta y el Convenio Marco no estaría vigente. 
Nuestra expresión se dirigía a eso. 


En el día de hoy queremos recordar lo que se establece en el informe de la Comisión de Asuntos 
Internacionales que precedió a la aprobación de la Ley_N* 17.793, cuando nuestro país aprobó el Convenio 
Marco. Creemos que la importancia de este informe radica en que fue firmado por legisladores de tres de los 
cuatro partidos políticos con representación parlamentaria. Todos conocemos los informes que emanan de las 
Comisiones para que luego el pleno legislativo emita su veredicto soberano. 


En el numeral 1 del artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 16 de diciembre de 1966, se declara que toda 
persona tiene derecho "al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental". En el Preámbulo de la 
Constitución de la Organización Mundial de la Salud se afirma: "El goce del grado máximo de salud que se 
pueda lograr es uno de los derechos fundamentales de todo ser humano sin distinción de raza, religión, 
ideología política o condición económica y social". Por su parte, la Convención sobre los Derechos del Niño, 
adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989, establece: "Los 
Estados Partes reconocen el derecho del niño al disfrute del más alto nivel posible de salud (...)". 


El informe de la Comisión también se refiere a consideraciones de índole sanitario que, como Presidente de 
la Comisión de Salud Pública de la Cámara de Representantes, me preocupan sobremanera. 


Creemos que este Convenio es una verdadera ley marco para lo que, desde nuestro punto de vista, es uno de 
los principales problemas de la salud pública mundial -si no el primero- que causa enfermedad y muerte. Si 
dejáramos de lado los asuntos de promoción de salud de los que los Estados se tienen que hacer cargo en 
forma habitual -como el agua potable y el saneamiento-, indudablemente la inhalación del humo producido 
por el tabaco, tanto por parte del fumador activo como del pasivo, sería -al menos para nosotros- el principal 
problema de la salud pública mundial. En ese sentido, aplaudimos las medidas de control para que cada vez 
menos personas estén expuestas directa o indirectamente a esto. 


Consideramos que el artículo 5% de este Convenio Marco, que establece obligaciones generales, tiene una 
importancia trascendente. Allí se establece: "Cada Parte formulará, aplicará, actualizará periódicamente y 
revisará estrategias, planes y programas nacionales multisectoriales integrales de control del tabaco, de 

conformidad con las disposiciones del presente Convenio y de los protocolos a los que se haya adherido". 


Luego, en el numeral 2 de ese artículo 5” se dispone: "Con ese fin, cada Parte, con arreglo a su capacidad:- a) 
establecerá o reforzará y financiará un mecanismo coordinador nacional o centros de coordinación para el 
control del tabaco; y- b) adoptará y aplicará medidas legislativas, ejecutivas, administrativas y/o otras 
medidas eficaces y cooperará, según proceda, con otras Partes en la elaboración de políticas apropiadas para 
prevenir y reducir el consumo de tabaco, la adicción a la nicotina y la exposición al humo de tabaco". Estas 
son las obligaciones generales que establece el Convenio Marco las que, obviamente, compartimos. 


Esperamos que en el corto plazo nuestro país pueda contar con un mecanismo coordinador nacional o con un 
centro de coordinación para el control del tabaco, como dispone el literal a). Para nosotros es un imperativo - 
como establece el literal b)- adoptar y aplicar medidas legislativas, ejecutivas y administrativas. 


Algunas de las medidas que se han tomado en el país son de carácter administrativo. Comparto lo expresado 
por el señor Diputado Vega Llanes en el sentido de que quizás la redacción de alguna de ellas no haya sido 
muy feliz, pero alguna otra puede tener una utilidad muy importante. 


La Unión Europea acaba de resolver que en los grandes premios de Fórmula 1 que se desarrollen dentro de 
los territorios de los Estados parte, no se podrá exhibir publicidad de productos derivados del tabaco. Por 
supuesto que los agentes de publicidad, dentro de lo lícito, van a hacer lo que puedan para vender sus 


productos. Ese no es tema de la Comisión de Salud Pública, pero aplaudimos esa resolución y algunas 
medidas administrativas que, con feliz o infeliz redacción, pueden contribuir a que nuestro país comience un 
verdadero proceso en ese sentido. Por su parte, esta Comisión ya ha comenzado a estudiar algunos proyectos 
que han ingresado. 


Sabemos que cuando nos referimos al tabaco estamos hablando de un cancerígeno tipo A: cuando se utiliza 
este producto, en la dosis que sea, no existe ningún nivel seguro de exposición. Esto quiere decir que 
cualquier persona que se vea expuesta a este consumo en forma activa o pasiva puede ser pasible de 
enfermedad o muerte a mediano o largo plazo. A través de las estadísticas sabemos que el tabaco afecta en 
forma grave la salud de la mayoría de los que fuman en forma activa y tenemos un 15% o 20% de afectados 
por las emisiones de humo de tabaco, que son los fumadores pasivos; hay evidencia científica demostrada en 
trabajos publicados a nivel internacional. Sabemos que la única medida que se ha tomado es obligar a que los 
ambientes sean ciento por ciento libres de humo de tabaco para, en definitiva, lograr los fines previstos. 


Por otra parte, y de acuerdo con las evidencias científicas que hablan del enorme daño para la salud pública 
que provocan los productos que se fabrican con tabaco, queremos decir que en el artículo 7* de la 
Constitución de la República se consagra el derecho a la vida como un derecho que el Estado tiene el deber 
de proteger. Si estamos hablando de productos que enferman o matan a un número muy importante de la 
población en forma científicamente demostrada, el Estado de alguna forma tiene que actuar. 


A su vez, el segundo inciso del artículo 44 de la Constitución de la República dice: "Todos los habitantes 
tienen el deber de cuidar su salud (...)". Siempre insistimos en que somos acérrimos defensores de los 
derechos individuales de las personas, por lo menos de todos los habitantes de este país que es donde 
tenemos injerencia, pero tenemos que ser conscientes y respetuosos en cuanto a los deberes, y uno de los 
deberes fundamentales es cuidar nuestra salud y la de nuestros congéneres. 


Asimismo, el segundo inciso del artículo 46 de la Constitución de la República expresa: "El Estado combatirá 
(...) los vicios sociales”. Se habla de vicios sociales, aunque los médicos no le llamamos vicio sino adicción; 
les decimos adictos a la inmensa mayoría de los consumidores activos de tabaco, no a los pasivos que se la 
ligan sin ser viciosos ni adictos. Pero la Constitución está redactada de esa forma y habla de vicios sociales. 
En ese sentido, podemos considerar al tabaquismo como un vicio social que sabemos que causa en los 
fumadores una poderosa adicción, que es tanto o más difícil superar que otras que tienen más fama 
periodística -digamos-, por lo ilegal. 


Además, sabemos que el consumo de tabaco puede ser puerta para otras adicciones, que no están en 
consideración en este caso. Por supuesto que acá estamos hablando de una industria absolutamente legal; este 
punto quedó fuera de discusión desde el momento en que comenzó esta reunión, y quiero dejar constancia de 
ello. 


El artículo 47 de nuestra Constitución -recientemente reformado- se refiere a la protección del medio 
ambiente y expresa: "(...) Las personas deberán abstenerse de cualquier acto que cause depredación, 
destrucción o contaminación graves (...)" En ese sentido, tenemos una interpretación por la cual el vulgo 
considera contaminación grave a contaminación abierta o de grandes industrias, fábricas o algunas 
emanaciones al medio ambiente abierto. Debemos expresar que cuando hablamos de contaminación grave no 
estamos diciendo qué lugar es el que se contamina, y el principal contaminante del medio ambiente interior, 
que es donde las personas pasan más del 90% de su tiempo, es decir, en un medio ambiente cerrado, es el 
humo de tabaco con el cual -como hemos dicho- no solo se enferma el que fuma, sino también el fumador 
pasivo. 


Estas son consideraciones que nos hacen abogar en pro de que la vigencia del convenio marco para el control 
del tabaco sea la mayor posible y que, a su vez, observemos -como es nuestra conducta personal- todo dentro 
de la ley. 


Provengo de un Partido que, en un día como hoy, pero del año 1836, inscribió el lema "Defensores de las 
Leyes". Lo digo a modo de recordatorio, por el día, y fuera de toda consideración político partidaria. No 
somos ni más ni menos defensores que nadie, pero hacemos gala de lo que queremos cuidar, que es el 
derecho de todos, como creo que fue hace tantos años lo que deseaba quien mandó hacer esa inscripción. Por 
eso, manifiesto que somos firmes defensores de la iniciativa legal y en eso estamos trabajando. Tomamos la 


palabra de los colegas de todos los Partidos políticos que se han expresado a favor de una iniciativa legal que 
querríamos que se pusiera en práctica cuanto antes. 


En pro de eso, los días 15 y 16 de la semana entrante se llevarán a cabo unas Jornadas de las cuales el 
Parlamento es coorganizador. 


Me preocupa enormemente un tema que plantearon los señores invitados, que tiene que ver con el 
contrabando de los productos derivados del tabaco. En ese sentido, creo que el Estado -el Poder Ejecutivo, el 
Ministerio de Economía y Finanzas, la Dirección General de Aduanas y la Dirección General Impositiva- 
tendrá una tarea fundamental en la que me imagino estarán prestos a trabajar. Por eso, aprovecho a invitar a 
nuestros ilustres invitados -ya que representan a una industria nacional ciento por ciento, que debe tener su 
asesoría jurídica y legal- a esta Jornada abierta que se realizará el día lunes 15 a la hora 18:00, en la Sala 17 y 
que va a estar destinada principalmente al tema del contrabando. Como hay que escuchar absolutamente a 
todos los implicados en el tema y viene un experto internacional de la Unión Europea a hablar sobre ello, 
hago extensiva la invitación que haremos llegar por la vía correspondiente. Nos interesa que opinen todas las 
partes involucradas en esto. 


Soy un legislador que está muy compenetrado en este tema, pero además, muy preocupado. 
SEÑOR MERCADER.- Quería hacer dos breves comentarios. 


Uno, respecto a la vigencia del Convenio Marco. Quiero insistir especialmente ante la Comisión que el 
convenio, como su nombre lo indica, es un marco, que no es autoejecutorio y que requiere que sus normas 
sean internalizadas. El Convenio Marco en su artículo 11 -por citar uno- se refiere a las normas de la 
legislación nacional, a las normas internas y a la necesidad de que sean aplicadas internamente. Cuando se 
habla de la vigencia u obligatoriedad del Convenio Marco se está hablando de la relación a nivel 
internacional entre las partes, en lo que puede ser una coordinación internacional. Creo que no se debe 
confundir esto con que, por el solo hecho de que el Convenio Marco está aprobado y ratificado por el país, 
todas sus normas pasan a ser operativas. Algunas de ellas no podrían serlo en la medida en que establecen 
diversa latitud, como es el caso del etiquetado de las cajillas, que dice que debe ocupar entre el 30% y el 
50%. Tiene que haber una norma que defina cuánto es; eso se entiende claramente. Sin embargo, muchas de 
las normas son de este tipo. 


En segundo lugar, quería dejar en claro ante la Comisión que la actitud de la Compañía Industrial de Tabaco 
Monte Paz S.A. ha sido de permanente contacto y cooperación con las autoridades de Salud Pública. No 
querríamos que lo que se ha dicho aquí se interprete como que nosotros no estamos colaborando con el 
Ministerio de Salud Pública. Al contrario: hemos estado en contacto permanente con la Comisión 
Interinstitucional que citaba el señor Presidente, con las autoridades del Ministerio y hemos tenido fácilmente 
media docena de entrevistas con el Director General de Salud, contactos telefónicos y memorandos de uno y 
otro lado. Quiere decir que estamos en contacto constante con el Ministerio y actuando de acuerdo con las 
directivas que de él emanan. Otra cosa es cómo pensamos jurídicamente acerca de cómo debe ser. De todos 
modos, estamos respetando lo que el Ministerio nos pide. 


SEÑOR OLANO LLANO.- Todos sabemos que las Comisiones a las que concurren invitados no 
discuten los temas en su presencia, pero como estamos dando opiniones, quisiera dar mi punto de vista. 


Voy a empezar por confesarme fumador y quiero que sepan que he hecho los intentos habidos y por haber 
para dejar de fumar. Tengo en mi casa habanos, pipas, etcétera. Hoy de mañana hice un contrato con el flaco 
Fossatti para que me diera un curso gratis para fumar tabaco en chala como hace él, porque no hay nada 
como el cigarrillo. 


Pero además de fumador, soy médico y reconozco que el cigarrillo es absolutamente dañino. De manera que 
tengo un conocimiento profundo del tema por los dos lados. Es indiscutible que lo mejor sería que nadie en el 
mundo fumara, pero creo que en el intento de avanzar hacia eso, uno debe ir midiendo la efectividad real de 
las medidas que se toman y tratando de que los objetivos se vayan cumpliendo. No me cabe duda de que la 
medida más importante para este tipo de cosas es la educación. Tengo la impresión de que los gurises de hoy 
dentro de veinte años van a fumar menos de lo que fumamos nosotros. 


En asuntos como este del tabaco o como el del medio ambiente -que, cuando yo era chico eran cosas como de 
otro mundo- uno nota que los adolescentes y la gente más joven es más consciente que lo que podíamos ser 
nosotros. Lo aprenden de chiquitos y me parece que eso es muy bueno. 


Tengo la impresión de que la mayor parte de las medidas deben venir por ese lado. Por supuesto que esto se 
puede combinar con aumento de precios, con medidas restrictivas, pero que tienen que ser sopesadas en su 
justo término para que realmente cumplan sus objetivos. Porque sería muy fácil decir que una caja de 
cigarros debería costar $ 200 o prohibirlos. Pero si tendemos a eso no va a dar resultado. Pasó, por ejemplo, 
con la Ley Seca en los Estados Unidos: la gente seguía tomando igual. Si una caja de cigarros costara $ 200, 
seguramente los uruguayos no dejarían de fumar; fumarían cigarros de contrabando y quedaría mucha gente 
sin trabajo. 


Estamos de acuerdo con los objetivos que señalaba el señor Presidente, pero creo que esto es algo que va a 
llevar mucho tiempo y que las medidas que se tomen para tratar de que la gente vaya abandonando el hábito 
de fumar, el vicio, la adicción o como se le quiera llamar, van a tener que ser graduales. Si no, puede darse 
que no consigamos que la gente deje de fumar, logremos que se funda una empresa nacional, y el cigarro 
entre igual, de contrabando, y con la mejor de las intenciones no logramos los objetivos deseados que son que 
la gente fume menos y por ahí tenemos algunos efectos secundarios que nadie desea. Nadie quiere que la 
gente quede sin trabajo o que una industria nacional se cierre. Este no es un problema fácil. Es como cuando 
en el cable pasan una propaganda de otro país; Uruguay no puede censurarlo. 


Compartimos los objetivos y no dudamos del daño que hace el cigarrillo, pero reitero, creemos que la lucha 
contra esto no puede ser una carrera desenfrenada como cuando uno era niño, que entraba a correr en una 
bajada y cuando llegaba a determinado punto iba a tal velocidad que ya no podía parar, se terminaba cayendo 
y no llegaba a ningún lado. Creo que estas medidas deben ser cuidadosamente sopesadas para conseguir los 
objetivos propuestos y que los efectos secundarios no terminen siendo perjudiciales por otro lado y que no 
terminemos sin conseguir lo que queremos. 


SEÑOR FIANDRA.- Tenemos claro que este es un problema de convivencia. Debemos buscar los 
caminos y tratar de no legislar cosas imposibles porque luego llega la frustración para ustedes mismos. 
Y eso es horrible para ustedes y para nosotros, porque cuando las cosas no se cumplen, son mucho más 
difíciles de arreglar. 


Muchas gracias por recibirnos. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


